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SALA DE CASACIÓN SOCIAL
Ponencia del Magistrado Doctor OMAR ALFREDO MORA DÍAZ

 


En el juicio por cobro de diferencia de prestaciones sociales, seguido por el ciudadano HENRY QUIÑONES CASTRO, asistido por el abogado MANUEL ATAHUALPA JAÉN BARRETO, en contra de la sociedad mercantil AGRO- SERVICIOS TIQUISATE S.A. (AGROITSA), representada judicialmente por el abogado ÁNGEL ARMANDO YÚNEZ D., el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y de Protección al Niño y del Adolescente del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa, dictó sentencia definitiva en fecha 05 de mayo de 2000, en la cual declaró sin lugar la pretensión, ratificando así, la decisión proferida por el Tribunal de Primera Instancia.

 


Contra dicha decisión de Alzada anunció recurso de casación la parte actora, el cual, una vez admitido, fue oportunamente formalizado. No hubo impugnación.

 


Recibido el expediente en esta Sala de Casación Social, se dio cuenta del mismo en fecha 14 de junio de 2000 correspondiéndole la ponencia al Magistrado Dr. Omar Alfredo Mora Díaz.


 Concluida la sustanciación del presente recurso de casación y cumplidas como han sido las formalidades legales, pasa esta Sala de Casación Social a dictar sentencia bajo la ponencia del Magistrado, que con tal carácter la suscribe, con base en las consideraciones siguientes:

 

RECURSO POR DEFECTO DE ACTIVIDAD

 

Ú N I C O

 


Con fundamento en el ordinal 4º del artículo 343 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia la infracción por parte de la recurrida del artículo 243 ordinal 4º del mismo Código, así como la violación de los artículos 244 y 12 eiusdem, por cuanto se incurrió en el vicio de inmotivación por silencio de prueba.


Señala el formalizante que  el  sentenciador Superior no  aprecia  una  constancia  emanada  por  una  institución bancaria,  demostrativa  de  que la Empresa MOLIPASA afilia  -refiriéndose al Programa de Política Habitacional- al trabajador desde el 1º de abril de 1996 hasta mayo de 1998, la cual se verifica al folio 42; así como tampoco se apreciaron los recibos de pago promovidos por la accionada donde se demuestra que para el año de 1998 se le cancelaba al trabajador su salario por la Empresa AGROITSA.


Asevera el recurrente que no se apreció en las Constancias de Trabajo cursantes a los folios 48 y 49, que ambas empresas le dieron al trabajador dichas constancias hasta el día 21 de abril de 1997. 

 

 


Afirma que se dejó de apreciar que es el mismo Jefe de Relaciones Industriales en las empresas SADACA, SECA S.R.L., MOLIPASA y AGROITSA quien suscribe las constancias de trabajo del actor.

 


Del mismo modo, señala que no se apreciaron:

 

“a.1.- Los 39 recibos de pagos promovidos por el actor, en los cuales aparecen los folios 54, 55, 56, 57, 58 y 59 que trabajó en la Empresa ASTIBU S.R.L., que todos se corresponden a nóminas del año 96, a los folios 60, 74, 75, aparecen recibos de pagos del Central Toliman, que se corresponden a la nómina del año 97 y así mismo el resto de los recibos de pagos presentados se corresponden a la Empresa AGROITSA de las nóminas de los años 97 y 98 fecha esta última en la que terminó la relación laboral.

b.- Actas Convenios (folio 60) de la empresa SECA S.R.L. (sic)

Acta Convenio (folio 77) de la empresa SADACA. 

 

Por último, aduce el recurrente que:

“En el artículo 15, el Juez de la recurrida al explanar su alegato NO APRECIÓ:

a. a.    El mismo formato de Planillas de Liquidación (folios 57,58,59).

b. b.    El mismo formato de planillas “Actas de Convenio” (folios 60 y 67).

c. c.    El mismo Jefe de Relaciones Industriales (folios 47, 48, 49, 24).

 


Para decidir, la Sala observa: 


Se ha presentado una delación por inmotivación del fallo, amparándose tal denuncia en el artículo 343 ordinal 4º del Código de Procedimiento Civil.


Este Alto Tribunal ha aseverado en innumerables oportunidades los requisitos indispensables e intrínsecos del escrito de formalización del extraordinario Recurso de Casación. Así pues, en reciente sentencia de fecha 16 de junio de 2000, esta Sala de Casación Social señaló la obligatoriedad de que dicha formalización debe contener: 

 

“1) la indicación de los motivos de casación conforme a las causales expresamente señaladas en el artículo 313 del Código de Procedimiento Civil; enmarcando las denuncias por infracción de forma en el ordinal 1º de dicho artículo, y señalando el ordinal 2º del mismo artículo como fundamento de las delaciones por infracción de fondo(...).” 

 

 

 


Se verifica que la delación presentada por el recurrente, se fundamenta en el artículo 343 ordinal 4º del Código de Procedimiento Civil, cuestión que desvirtúa la posibilidad de entrar a conocer de la presente denuncia, en razón de no cumplir con los requisitos del escrito de formalización que constantemente ha señalado la jurisprudencia de este Tribunal Supremo de Justicia, así como lo establecido diáfanamente en el artículo 317 del Código de Procedimiento Civil.


Sin embargo, esta Sala de Casación Social apegada a los supremos principios establecidos en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, plasmados en sus artículos 26 y 257, procura siempre y en todo momento garantizar una justicia idónea, responsable, sin formalismos o reposiciones inútiles, así como el no sacrificio de la misma por la omisión de formalidades no esenciales; y en virtud de ello, entra al conocimiento de la presente delación. Así se declara. 

 


Ahora bien, la inmotivación por silencio de prueba como vicio de la sentencia, se configura cuando existe una total y absoluta falta de pronunciamiento sobre alguna o algunas pruebas aportadas por las partes o por una de ellas durante el proceso.

 


Es imperativo para el sentenciador evitar el no pronunciarse sobre algún elemento probatorio traído a los autos, aún y cuando la prueba sea impertinente, inoportuna o ilegal, en razón de que el fallo proferido debe sustentarse y  contener los fundamentos de hecho y de derecho que amparen dicha sentencia, de conformidad con lo señalado en el ordinal 4º del artículo 243 del Código de Procedimiento Civil. 

 


En el caso sub iudice, el recurrente realiza una serie de aseveraciones, con las que trata de señalar que en el fallo de la Alzada se evidencia el vicio de inmotivación por silencio de pruebas. Tomando en consideración los argumentos esgrimidos por el formalizante para presentar su delación, se constata que la recurrida señaló, con respecto a las constancias de afiliación al Programa de Política Habitacional, que:

 

“A los efectos de estas constancias, (...), no son suficientes para demostrar la existencia del conglomerado mercantil a que se refiere y del cual forma parte la empresa demandada y que como ya se indicó, estas circunstancias no fue alegada en la oportunidad de interponer la demanda y así se declara.” Sic (folio 134)

 


Se evidencia del párrafo transcrito que la recurrida no omitió pronunciarse sobre dicho elemento probatorio, sino que lo desecha por tratarse de una prueba que pretende demostrar un alegato no presentado en el libelo de demanda, es decir, un nuevo elemento a la pretensión no aducido en el escrito libelar.   


En relación a las constancias de trabajo que el formalizante señala como cursantes a los folios 48 y 49, y que no fueron apreciadas, se constata que no existe en la mencionada foliatura del presente expediente constancia de trabajo alguna, sino recibos de pagos a favor del actor, razón por la cual esta Sala encuentra que no hay asunto sobre qué decidir en este acápite de la delación. Así se declara. 

 


Con respecto a que no se apreció que el Jefe de Relaciones Industriales es el mismo para las empresas SADACA, SECA S.R.L. y MOLIPASA, y quien firmó las constancias de trabajo del actor, se observa que el Juez de Alzada afirmó:

 

“A los efectos de estas constancias si bien demuestra  (...) la prestación de servicio desde el 17-11-94 hasta el 21-04-95 para la Empresa SADACA y desde el 21-04-95 hasta el 21-04-97 para la empresa SECA S.R.L. y 21-04-96 al 21-04-97 para la Empresa MOLIPASA (..), no son suficientes para demostrar la existencia del conglomerado mercantil a que se refiere y del cual forma parte la empresa demandada y que como ya se indicó, estas circunstancias no fue alegada en la oportunidad de interponer la demanda y así se declara.” Sic (folio 134)

 


Nuevamente verifica la Sala que no se configura el vicio de inmotivación por silencio de prueba, en virtud del pronunciamiento realizado por el Juez acerca de dicha prueba.  


A posteriori, el formalizante delató que la recurrida no apreció 39 recibos de pago promovidos por el actor, los cuales aparecen a los folios 54, 55, 56, 57 y 58, donde se demuestra que trabajó para la Empresa ASTIBU S.R.L; 3 recibos de pago del Central Toliman, ni los recibos de pago de la Empresa AGROITSA.

 


Al respecto, se observa que a los folios 54, 55, 56, 57 y 58 del presente expediente, no existen los 39 recibos de pago a los que hace alusión el recurrente, los cuales son demostrativos de la relación laboral entre el actor y la Empresa ASTIBU S.R.L. -empresa que no aparece mencionada en la recurrida- igual sucede con los recibos de pago del Central Toliman que se señalan cursantes a los folios 60, 74 y 75, razón por la que nuevamente esta Sala encuentra que no hay materia sobre qué decidir en este punto de la delación; y asimismo, le recuerda al formalizante el deber de ser congruente con la denuncia que se formula y la realidad de los autos cursantes en el expediente.

 


Por último, aduce el recurrente que el sentenciador no apreció que las Planillas de Liquidación de diferentes empresas, cursantes a los folios 57, 58 y 59  poseían el mismo formato, así como las planillas de Actas Convenio cursantes a los folios 60 y 67. Pues bien, a pesar de la poca claridad con que se presenta esta última parte de la denuncia, y recalcando lo evidente de que el formalizante ha errado continuamente al señalar en su escrito la foliatura de documentos que no coinciden con la realidad palmaria del expediente bajo estudio, esta Sala observa nuevamente que la recurrida no silenció dichas pruebas, ya que señaló:

 

“Con relación a la exhibición de la documental referida a la Empresa Molipasa, Seca S.R.L. y Sadaca donde consta la liquidación de prestaciones sociales y acta convenio (...), no tienen trascendencia probatoria alguna a los efectos de los hechos planteados en esta acción y así se declara.” 

 

 

 


Esta Sala antes de pronunciarse sobre la procedencia o no de la delación expuesta, estima necesario llamar la atención del formalizante en razón de la deficiencia con que se ha mostrado la presente denuncia, así como la evidencia de  falta de técnica casacional en el escrito de formalización que trae como consecuencia poca transparencia para que la Sala pueda conocer qué es lo denunciado, de igual forma, se le advierte al recurrente el deber y obligación, de no hacer planteamientos sobre autos que no existen en el expediente. 

 

 


En razón de los argumentos anteriormente explanados y al desvirtuarse la delación presentada por supuesto vicio de inmotivación por silencio de prueba, esta Sala de Casación Social declara improcedente la presente denuncia. Así se establece.

 

RECURSO POR INFRACCIÓN DE LEY

 

Ú N I C O

 


De conformidad con el artículo 313 ordinal 2º del Código de Procedimiento Civil, se denuncia la infracción de los artículos 87 y 89 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, así como los artículos 3, 10 y 59 de la Ley Orgánica del Trabajo, todos por falta de aplicación.

 


Señala el formalizante que:

 

“Al sentenciarse la causa se debió proceder atendiendo a las previsiones de los artículos 87 y 89 de la Constitución Nacional de la República Bolivariana de Venezuela del año 1.999.

 

“Toda persona tiene derecho al trabajo y el deber de trabajar...”

 

“El trabajo es un hecho social... 1) Ninguna Ley podrá establecer con disposiciones que alteren la intangibilidad y progresividad de los derechos y beneficios elaborables. En las relaciones laborales prevalece la realidad sobre formas o apariencias. 2) Los derechos laborables son irrenunciables. Es nula toda acción, acuerdo o convenio que impliquen renuncia o menos de estos derechos... 3)Cuando hubiera duda acerca de la aplicación o concurrencia de varias normas, de la interpretación de una denominada norma, se aplicará la más favorable al trabajador o la trabajadora. Las normas adoptadas se aplicarán en su integridad...” (sic)

 

Los artículos 3 y 10 de la Ley Orgánica del Trabajo:

 

“En ningún caso serán renunciables las normas y disposiciones que favorezcan a los trabajadores...”

 

“Las disposiciones de esta Ley son de orden público...”

 

Y artículo 59 ( principio indubio pro-operario)”. (sic)  

Por cuanto en los dispositivos indicados está presente la noción de orden público que exige la observancia incondicional y están revestidos del principio de la inderogabilidad el sentenciador debió atendiendo a la irrenunciabilidad de las normas que favorezcan y que protejan a los trabajadores, conceder lo que legal y contractualmente correspondía al trabajador (...).

 

Ahora bien, ciudadanos Magistrados es evidente que el quebrantamiento de los artículos citados fue determinante en el dispositivo del fallo pues si el sentenciador hubiese considerado los mismos en cuanto a la irrenunciabilidad  de las normas y disposiciones que beneficien al trabajador y la noción de orden público que las reviste los efectos económicos del fallo serian favorables a quien accionó. (sic)

 

En síntesis, puede observarse que la decisión es impugnable por cuanto no cumplen con los preceptos contenidos en los artículos denunciados y, en consecuencia, al ser dictado contrariando los mandamientos legales es dudable (sic) que debe precederse a declarar la nulidad de la sentencia en atención de: 

 

Que se viola el Ordinal 2º del Artículo 313 del C.P.C. por cuanto se omitió aplicar los artículos 8, 27 y 89 de la Constitución Nacional del año 99 y 3, 10, y 59 e la Ley Orgánica del Trabajo, resultando viciado el fallo por falta de aplicación de la ley. (sic)

Que se violó el artículo 3 de la Ley Orgánica del Trabajo por cuanto el sentenciador aun facultado por la rigurosidad del principio de la irrenunciabilidad, sentencia sin conceder las normas y disposiciones que favorecen o protegen al trabajador, resultando viciado el fallo por falta de aplicación de la ley.

Que violo el artículo 10 de la Ley Orgánica del Trabajo (sic), por cuanto no observa incondicionalmente la noción del orden público que, revestida del principio de la inderogabilidad, debe considerarse al sentenciarse cualquier causa laboral donde se discutan normas y disposiciones que favorecen y protegen al trabajador, resultando viciado el fallo por falta de aplicación de la Ley.

 

Que se violó el artículo 59 por cuanto el sentenciador aún facultado por la rigurosidad del principio indubio pro-operario, sentenció sin conceder las normas y disposiciones que favorecen y protegen al trabajador resultando viciado el fallo por falta de aplicación de la Ley.” (sic)

 

 

Para decidir, la Sala observa:


El recurrente en Casación, ha delatado la infracción de los artículos 87 y 89 de nuestra Carta Magna vigente, y de los artículos 3, 10 y 59 de la Ley Orgánica del Trabajo, todos por falta de aplicación, por cuanto el sentenciador en atención a que en los dispositivos indicados está presente la noción de orden público,... “y están revestidos del principio de la inderogabilidad”..., “debió atendiendo a la irrenunciabilidad de las normas que favorezcan y que protejan a los trabajadores, conceder lo que legal y contractualmente correspondía al trabajador, en nuestro caso el pago de las prestaciones sociales ...”

 


Constata la Sala que las normas constitucionales delatadas como infringidas, preceptúan lo siguiente:

 


Artículo 87 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela:

 

“Toda persona tiene derecho al trabajo y el deber de trabajar. El Estado garantizará la adopción de las medidas necesarias a los fines de que toda persona pueda obtener ocupación productiva, que le proporcione una existencia digna y decorosa y le garantice el pleno ejercicio  de este derecho. Es fin del Estado fomentar el empleo. La ley adoptará medidas tendentes a garantizar el ejercicio de los derechos laborales de los trabajadores y trabajadoras no dependientes. La libertad de trabajo no será sometida a otras restricciones que las que la ley establezca.

(omissis).”

Artículo 89 eiusdem:

 

“El trabajo es un hecho social y gozará de la protección del Estado. La ley dispondrá lo necesario para mejorar las condiciones materiales, morales e intelectuales de los trabajadores y trabajadoras. Para el cumplimiento de esta obligación del Estado se establecen los siguientes principios:

1. 1.     Ninguna ley podrá establecer disposiciones que alteren la intangibilidad y progresividad de los derechos y beneficios laborales. En las relaciones laborales prevalece la realidad sobre las formas o apariencias.

2. 2.     Los derechos laborales son irrenunciables. Es nula toda acción, acuerdo o convenio que implique renuncia o menoscabo de estos derechos. Sólo es posible la transacción y convenimiento al término de la relación laboral, de conformidad con los requisitos  que establezca la ley.

3. 3.     Cuando hubiere dudas acerca de la aplicación o concurrencia de varias normas, o en la interpretación de una determinada norma, se aplicará la más favorable al trabajador o trabajadora. La norma adoptada se aplicará en su integridad.

4. 4.     Toda medida o acto del patrono o patrona contrario a esta Constitución es nulo y no genera efecto alguno.

5. 5.     Se prohíbe todo tipo de discriminación por razones de política, edad, raza, sexo o credo o por cualquier otra condición.

6. 6.     Se prohíbe el trabajo de adolescentes en labores que puedan afectar su desarrollo integral. El Estado los protegerá contra cualquier explotación económica y social.”

 

 

 

Con respecto a la denuncia de infracción de las precitadas normas contenidas en nuestra Carta Magna, se le recuerda al recurrente que la Sala de Casación Social está imposibilitada para conocer de infracciones de normas constitucionales, en virtud de que ello es competencia de la Sala Constitucional de este Máximo Tribunal, esto a la luz de lo dispuesto en el artículo 266 ordinal 1º de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. 

 

En este sentido, se pronunció esta Sala en fallo de fecha 14 de junio de 2000, en el asunto Franklin Ramón Gavidia contra Electricidad de Occidente (ELEOCCIDENTE), donde se señaló:

 

“En cuanto a la denuncia de infracción del artículo 85 de la Constitución de la República de 1961, se le advierte al formalizante que no es posible para esta Sala de Casación Social revisar violaciones de normas de rango constitucional, por cuanto ello es competencia de la Sala Constitucional de este Tribunal Supremo de Justicia (...)”

 

 

 

Asimismo, y aunado al señalamiento anterior, sólo son objeto del recurso de casación aquellas normas que resulten directamente infringidas, es decir, las normas de naturaleza infraconstitucional, que resulten violadas de forma inmediata en un caso concreto, razón por la cual no habrá pronunciamiento de esta Sala acerca de la supuesta violación de las normas constitucionales delatadas como infringidas. Así se establece. 

 

Ahora bien, en lo tocante a la denuncia de violación por falta de aplicación de los artículos 3, 10 y 59 de la Ley Orgánica del Trabajo, se aprecia que dichas normas disponen:

 

Artículo 3:

“En ningún caso serán renunciables las normas y disposiciones que favorezcan a los trabajadores.

(omissis).”

 

Artículo 10:

“Las disposiciones de esta Ley son de orden público y de aplicación territorial; rigen a venezolanos y extranjeros con ocasión del trabajo prestado o convenido en el país y en ningún caso serán renunciables ni relajables por convenios particulares, salvo aquellas que por su propio contexto revelen el propósito del legislador de no darles carácter imperativo. Los convenios colectivos podrán acordar reglas favorables al trabajador que modifiquen la norma general respetando su finalidad.”

 

Artículo 59:

En caso de conflicto de leyes prevalecerán las del Trabajo, sustantivas o de procedimiento. Si hubiere dudas en la aplicación de varias normas vigentes, o en la interpretación de una determinada norma, se aplicará la más favorable al trabajador. La norma adoptada deberá aplicarse en su integridad.”  

 


De la transcripción realizada ut supra, se constata que las normas denunciadas como violadas, contienen principios generales del derecho laboral, y en consecuencia, no son susceptibles de ser delatadas aisladamente, sino que el recurrente en casación ha debido atacar las aseveraciones de la recurrida que le fueron desfavorables, denunciando los mencionados preceptos legales como infringidos en concordancia con artículos concretos y específicos que sean reguladores de la pretensión aludida por el trabajador.


En virtud de los razonamientos anteriormente señalados, esta Sala desestima la presente denuncia. Así se declara.

 

DECISIÓN

 


En virtud de las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo  de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara SIN LUGAR el recurso de casación anunciado por el abogado MANUEL ATAHUALPA JAEN BARRETO, en representación judicial del ciudadano HENRY QUIÑONES CASTRO, contra la sentencia proferida por el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y de Protección al Niño y del Adolescente del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa, en fecha 5 de mayo de 2000.

De conformidad con lo establecido en los artículos 274 y 320 del Código de Procedimiento Civil, se condena en costas a la parte recurrente.

 


Publíquese, regístrese y remítase directamente el presente expediente al tribunal de la causa, es decir, al Juzgado de Primera Instancia del Trabajo y Agrario del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa. Particípese de esta remisión al Juzgado Superior de origen ya mencionado; todo de conformidad con el artículo 326 del Código de Procedimiento Civil.

 


Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas,  a  los   nueve   ( 09  )   días   del   mes   de  noviembre de dos mil. Años: 190º de la Independencia y 141º de la Federación.

 

El Presidente de la Sala y Ponente,

 

 

_____________________________

OMAR ALFREDO MORA DIAZ

 

El Vicepresidente,

 

 

_______________________

 JUAN RAFAEL PERDOMO


        Magistrado,

 

 




     ___________________________

    ALBERTO MARTINI URDANETA

 

 

La Secretaria,

 

 

___________________________

BIRMA I. TREJO DE ROMERO
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